SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 022
RADICACIÓN: 66001220400020190102300

ACCIONANTE: JHON FREDY NEMBEREGAMA S.
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / SENTENCIA PROFERIDA POR LA JURISDICCIÓN INDÍGENA / DEBE RESPETAR LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / NO SE CONCEDIÓ OPORTUNIDAD AL PROCESADO DE DEFENDERSE PERSONALMENTE O POR INTERMEDIO DE SU FAMILIA.
Como quiera que en esta acción se ataca una determinación adoptada por una autoridad indígena…, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la procedencia de la tutela, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto.
La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05 (…)
El actor hizo alusión a los hechos que en su sentir vulneraron derechos fundamentales, y los cuales acaecieron en el proceso que por la conducta de homicidio se adelantó por parte de las autoridades indígenas sin contar con su presencia, y ello por cuanto para la fecha de tal procedimiento… se encontraba privado de su libertad…
… en cuanto a las causales de procedencia específicas, para la Corporación esta tiene que ver con un presunto defecto procedimental absoluto, mismo que como lo ha catalogado la jurisprudencia, se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido, el cual en este caso, conforme lo plantea el accionante, tiene que ver con el hecho de que la autoridad indígena que lo condenó pretermitió el debido proceso, muy particularmente en lo atinente al derecho de defensa, contradicción e impugnación de la decisión que resultó adversa a sus intereses. (…)
… lo que corresponde resaltar finalmente, es que para poder llegar a una determinación como la que se adoptó por parte del Cabildo Indígena, se debía garantizar al menos el mínimo esencial que compone el derecho de defensa, es decir, que ante la no asistencia física del acusado, se tenía el deber de convocar a sus parientes para que hablaran a su favor, pero, se repite, aquí eso no sucedió o al menos no se logró obtener prueba que en efecto esa garantía sí se respetó, como quiera que en las actas respectivas no se hizo constar su comparecencia. Esa circunstancia singular, va en contravía del ordenamiento constitucional que debe ser respetado por todos los ciudadanos colombianos, entre ellos, por supuesto, quienes hacen parte de la comunidad indígena.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (06) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación No 793
Hora: 11:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), la Fiscalía 23 Seccional de esa misma municipalidad, y el Resguardo Unificado Chamí sobre el Río San Juan, representado por diversas autoridades, al considerar quebrantado su derecho al debido proceso, defensa, igualdad e impugnación.
2.- SOLICITUD 
La situación fáctica referida en la tutela por parte del señor NEMBEREGAMA SIAGAMA se puede sintetizar así: (i) en mayo 4 de 2018 se originaron unos hechos de sangre en la Vereda Alto Baraquirira, territorio de la jurisdicción indígena, en los cuales perdió la vida el señor LUIS EVELIO GONZÁLEZ GUAZORNA, cuyo cadáver es encontrado en mayo 8 de 2018; (ii) en mayo 9 de 2019 se presenta JHON FREDY NEMBEREGAMA ante las autoridades y expresa su responsabilidad en dicho homicidio, por lo cual en esa fecha y ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico se le formulan cargos por homicidio agravado, los cuales no aceptó, a la vez que prosperó medida de aseguramiento en su contra y quedó privado de la libertad en la cárcel de varones de Santa Rosa de Cabal (Rda.); (iii) en mayo 11 de 2018 y con fundamento en los trámites establecidos en la jurisdicción indígena, las autoridades mayores Embera Chamí lo procesan sin notificarlo, no le permiten su derecho a la defensa, y lo condenan a 40 años, tiempo que debe purgar íntegramente al no tener derecho a rebaja alguna, ni a ningún tipo de abogado que lo represente; (iv) en julio 9 de 2019 la Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.) solicita ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad, la preclusión de la investigación, con fundamento en que ya existe un fallo emitido por la jurisdicción indígena, a consecuencia de lo cual se fijó como fecha para adoptar la decisión en agosto 29 de 2019; (v) la condena proferida en su contra viola sus derechos fundamentales, en tanto no fue notificado de dicho trámite, desconoció ese procedimiento y no se le permite defenderse, además de negar beneficios y presentar recurso de apelación; y (vi) la tutela es procedente para evitar un perjuicio irremediable, ya que de proferirse la preclusión con efectos de cosa juzgada ante la jurisdicción ordinaria, quedaría en firme el fallo de la jurisdicción indígena y con ello se le negaría toda posibilidad de ejercer su derecho de defensa.

Pide se protejan sus derechos al debido proceso, defensa, igualdad e impugnación y se disponga lo siguiente: (i) a las Autoridades del Resguardo Unificado Chamí sobre el Río San Juan de Pueblo Rico (Rda.), la nulidad de lo actuado; (ii) al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), que continué con el caso para garantizar su imparcialidad y derecho de contradicción; y por último (iii) que se ordene a la justicia ordinaria garantizar tales derechos fundamentales.

Como petición especial solicitó que el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) suspenda la audiencia de lectura de decisión de la preclusión pedida por la Fiscalía.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala admitió la acción constitucional, corrió traslado de la misma al Juzgado Promiscuo del Circuito y Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.), a las autoridades del Resguardo Unificado Chamí sobre el río San Juan, y se vinculó de manera oficiosa al apoderado del actor y al agente del Ministerio Público que intervienen ante el juzgado accionado. De igual manera se accedió a decretar la medida provisional reclama, a cuyo efecto se ordenó la suspensión de la audiencia de lectura de decisión de preclusión programada hasta nueva orden. 

Por parte de las entidades y personas atadas a este trámite, se dio respuesta de la siguiente manera:

3.1.- La titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) expresó que ante ese despacho se adelanta investigación contra JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA por la conducta de homicidio agravado, radicado al Nº 6604600006120180007200, en el cual se presentó escrito de acusación en julio 6 de 2018, pero debido a múltiples aplazamientos la audiencia respectiva se inició en septiembre 9 de 2018, en la cual el delegado de la Fiscalía planteó el conflicto de jurisdicciones, y las diligencias se enviaron a la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, la cual mediante decisión de mayo 15 de 2018 se abstuvo de resolver el conflicto planteado.  Posteriormente en junio 29 de 2019, la Fiscalía solicitó la preclusión por existencia de cosa juzgada.

3.2.- El abogado HEINER ALONSO TRUJILLO, defensor del procesado, señaló que la  sentencia dictada contra su defendido es violatoria del derecho fundamental al debido proceso, al no ser notificado del procedimiento, no permitírsele contar con un apoderado ni presentar recursos, así como el de la igualdad al no poder contar con beneficios administrativos como lo reza el fallo, a consecuencia de lo cual la tutela es procedente para evitar un daño irreparable, y por ende de decretarse  la preclusión quedaría en firme la sentencia de la jurisdicción indígena, con lo cual se le negaría la posibilidad de ejercer su derecho de defensa y contradicción. Agrega que el fundamento para que la justicia ordinaria continúe con el trámite tiene soporte en el derecho a la imparcialidad, ya que el resguardo plasmó su interés en no respetar derechos fundamentales, y el haber fallado implica que conocieron el asunto, por lo que de decretarse la nulidad deben declararse impedidos para permitir que el juzgado de Apía continúe las diligencias, como quiera que su cliente siempre buscó la intención de someterse a la justicia ordinaria según se desprende de su entrega voluntaria a las autoridades.
3.3.- El Fiscal 23 Seccional de Apía (Rda.) señaló que en atención a lo dispuesto por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a la cual se acudió amén del conflicto de jurisdicciones que propuso, se pidió la preclusión de la actuación seguida contra NEMBEREGAMA SIAGAMA, con el fin de evitar una doble investigación, pero estará presta a acatar las decisiones que al respecto se adopten.
Por parte del Ministerio Público y de las autoridades del Resguardo Unificado Chamí sobre el río San Juan, se guardó absoluto silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de las autoridades del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el río San Juan de Pueblo Rico (Rda.), se vulneraron los derechos fundamentales del accionante al adelantar el proceso de investigación y juzgamiento en su contra, en ejercicio de su jurisdicción especial indígena, sin haber sido notificado ni permitido ejercer el derecho de defensa y contradicción; igualmente, si por parte de la Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.) se ha quebrantado derecho alguno al señor JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA
5.2.- Solución

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo de protección inmediato, oportuno y adecuado para las garantías fundamentales, frente a situaciones de amenaza o vulneración, por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en casos excepcionales. De lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución y el Decreto 2591 de 1991 se ha considerado por la Corte Constitucional que son requisitos para la procedencia o estudio de fondo de la acción de tutela la acreditación de: (i) legitimación en la causa; (ii) un ejercicio oportuno (inmediatez) y (iii) un ejercicio subsidiario.

Como quiera que en esta acción se ataca una determinación adoptada por una autoridad indígena, esto es, la sentencia proferida en mayo 11 de 2018 por el Cabildo Mayor Indígena de Pueblo Rico (Rda.), Resguardo Unificado Chamí sobre el río San Juan, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la procedencia de la tutela, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, en atención al principio de subsidiariedad que la rige, como así lo tiene sentado la jurisprudencia
  .

De igual manera la Alta Corporación constitucional
, indicó:

“La Sala debe recordarle al actor, que siendo la tutela un mecanismo de protección excepcional frente a providencias judiciales, su prosperidad va ligada al cumplimiento de “ciertos y rigurosos” requisitos de procedibilidad que implican una mínima carga para quien reclama el amparo, no solo en su planteamiento sino también en su demostración, como lo ha expuesto la propia Corte Constitucional
, pues las sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, gozan de la doble presunción de acierto y legalidad que brindan seguridad jurídica a las decisiones judiciales, necesaria para la consolidación del Estado de Derecho. Sólo por vulneraciones constitucionales, relativas a los derechos fundamentales, mediante acciones reflejadas en los hechos, oportuna y claramente planteados y demostrados, se puede desvirtuar esta doble presunción”.

Al analizar los requisitos generales de procedencia de la acción constitucional contra la decisión emitida por la jurisdicción indígena, se encuentra lo siguiente:

- La situación planteada por el accionante, en efecto reviste importancia de índole constitucional, en cuanto de acuerdo con lo expresado, se encuentran en juego los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa, contradicción y doble instancia, al parecer vulnerados por el Resguardo Indígena que lo condenó.

- Contra la determinación dictada en su contra no tuvo la oportunidad de pronunciarse de manera adversa, por cuanto, según él, no fue notificado de dicho procedimiento, y conforme lo plasmado en la sentencia no tendría derecho a ningún abogado.

- Respecto al requisito de inmediatez, advierte la Sala que la sentencia que se ataca por esta vía fue proferida por el Resguardo en mayo 11 de 2018, y solo en agosto 15 de 2019 procedió a interponer la presente acción constitucional -inicialmente correspondió a la Sala Civil Familia, donde se declaró su falta de competencia para asumir este asunto-, es decir, esperó por aproximadamente 15 meses para acudir ante el juez constitucional.
- La irregularidad procesal que denota el accionante, la hace consistir en que las autoridades indígenas adelantaron el procedimiento en su contra, sin haber sido enterado ni notificado de ello, por lo cual no tuvo la oportunidad de ejercer el derecho de defensa y contradicción, aunado a que no tenía la posibilidad de acudir a los servicios de un abogado para su asistencia legal.

- El actor hizo alusión a los hechos que en su sentir vulneraron derechos fundamentales, y los cuales acaecieron en el proceso que por la conducta de homicidio se adelantó por parte de las autoridades indígenas sin contar con su presencia, y ello por cuanto para la fecha de tal procedimiento -en mayo 11 de 2018 se realizó una asamblea en la cual se le juzgó y condenó- se encontraba privado de su libertad amén de la medida de aseguramiento intramural que con ocasión del homicidio del señor LUIS OVIEL GONZÀLEZ WASORNA le fue impuesta por el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de Garantías de Apía (Rda.), misma que se profirió en mayo 09 de 2018.

Considera la Colegiatura prima facie que en este caso se cumplen a cabalidad las exigencias generales para la procedencia de la acción constitucional, en tanto el actor identifica las circunstancias que en su sentir vulneran sus derechos fundamentales, con ocasión de la sentencia emitida por el Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan de Pueblo Rico (Rda.) en mayo 11 de 2018, y si bien podría pensarse que este no acreditó el requisito de la inmediatez, en tanto acudió a este trámite 15 meses después de haber sido dictado el fallo, es evidente que los efectos del mismo aún persisten, y con ellos podría ocasionársele un perjuicio irremediable.

Ahora bien, en  cuanto a las causales de procedencia específicas, para la Corporación esta tiene que ver con un presunto defecto procedimental absoluto, mismo que como lo ha catalogado la jurisprudencia, se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido, el cual en este caso, conforme lo plantea el accionante, tiene que ver con el hecho de que la autoridad indígena que lo condenó pretermitió el debido proceso, muy particularmente en lo atinente al derecho de defensa, contradicción e impugnación de la decisión que resultó adversa a sus intereses.
En ese sentido se estima que la acción constitucional se torna procedente y en consecuencia se estudiará de fondo el presente asunto para determinar si en efecto por parte de las entidades accionadas se han conculcado derechos esenciales en cabeza del justiciable NEMBEREGAMA SIAGAMA.

Debemos empezar por señalar que la Constitución Política en su artículo 246 le reconoce a los pueblos indígenas el ejercicio de “funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República”, de lo cual se desprende: “la posibilidad de que existan autoridades judiciales propias de los pueblos indígenas, la potestad de estos de establecer normas y procedimientos propios”
, cuya sujeción se encuentra condicionada a la Constitución y la ley
. 

Así mismo, ha dicho la jurisprudencia que la existencia de esa jurisdicción especial se explica por cuanto:

 “[…] dada la protección constitucional de la diversidad étnica y cultural, la Corte ha reconocido: (a) un derecho colectivo de las comunidades indígenas, “y cuyo ejercicio corresponde a sus autoridades, para juzgar a sus miembros”
, y, a su vez, (b) un derecho “individual de los miembros de los pueblos indígenas a gozar de un ‘fuero’”
, en virtud del cual “se concede el derecho a ser juzgado por sus propias autoridades, conforme a sus normas y procedimientos, dentro de su ámbito territorial, en aras de garantizar el respeto por la particular cosmovisión del individuo”
.

[…]
En tales términos, el fuero indígena, como derecho subjetivo de los miembros de las comunidades indígenas, “por sí mismo, se convierte en un mecanismo de preservación étnica y cultural de la nación colombiana, en tanto se conservan las normas costumbres, valores e instituciones de los grupos indígenas dentro de la órbita del territorio dentro del cual habitan, siempre y cuando no sean contrarias al ordenamiento jurídico predominante”
. Por esta razón, es en virtud del fuero indígena que se habilita la competencia de la Jurisdicción Especial Indígena, y, en consecuencia, esta se constituye en el juez natural en un caso concreto. Por el contrario, cuando el sujeto procesado no sea titular del fuero indígena, debe concluirse que son los jueces ordinarios las autoridades competentes”.
  

De la información arrimada a la actuación, se evidencia que el señor NEMEBEREGAMA SIAGAMA es un comunero que pertenece al Resguardo Indígena Chamí del río San Juan de Pueblo Rico (Rda.), y que los hechos que originaron la investigación en su contra tuvieron ocurrencia en mayo 4 de 2018 dentro de la comprensión territorial de esa comunidad, razón por lo cual, en principio, se debe tener como poseedor del fuero indígena, y ello habilitaba para su juzgamiento a las autoridades del mencionado Resguardo.

Según lo plasmado en la demanda de tutela y se evidencia en el escrito de acusación, el citado decidió de manera voluntaria presentarse ante la justicia ordinaria, específicamente ante la Estación de Policía de Santa Cecilia, Corregimiento de Pueblo Rico (Rda.) en mayo 9 de 2018, instante en el cual narró los hechos y circunstancias que conllevaron al deceso del también comunero LUIS OVIEL GONZÁLEZ WASORNA; además, en el interrogatorio que rindió dio a entender que acudía a la justicia ordinaria por cuanto no confiaba en la indígena toda vez que: “ellos no hacen bien su trabajo y por maltratos”.  
El mismo día en que el señor NEMBEREGAMA SIAGAMA se puso a disposición de las autoridades judiciales, se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Apía (Rda.), en las que se le imputaron cargos por el delito de homicidio con circunstancias de agravación, se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva, y fue enviado al establecimiento penitenciario y carcelario de Santa Rosa de Cabal.

Entretanto, por parte de las autoridades del Resguardo Unificado Chamí del río San Juan, se adelantó el procedimiento en contra del ahora accionante, en ejercicio de sus usos y costumbres, y fue así como en mayo 11 de 2018 se dio apertura a la Asamblea de Justicia y Armonización de Juzgamiento Condenatorio, al final de la cual se le impuso una condena de 40 años de prisión.
Precisamente tal determinación de la justicia indígena, es la que a la hora de ahora cuestiona el actor, al considerar que en la misma se vulneraron sus derechos fundamentales, toda vez que no fue enterado del procedimiento que allí se surtió, y de contera no pudo ejercer su derecho a la defensa, ni contar con la posibilidad de acudir a recurso alguno contra la decisión de condena.

Desde otrora, la Corte Constitucional, en relación con los elementos que sirven de sustento a la jurisdicción indígena, ha sostenido:

“[…] la jurisdicción indígena comporta:
— Un elemento humano, que consiste en la existencia de un grupo diferenciable por su origen étnico y por la persistencia diferenciada de su identidad cultural.
— Un elemento orgánico, esto es la existencia de autoridades tradicionales que ejerzan una función de control social en sus comunidades.
— Un elemento normativo, conforme al cual la respectiva comunidad se rija por un sistema jurídico propio conformado a partir de las prácticas y usos tradicionales, tanto en materia sustantiva como procedimental.
— Un ámbito geográfico, en cuanto la norma que establece la jurisdicción indígena remite al territorio, el cual según la propia Constitución, en su artículo 329, deberá conformarse con sujeción a la ley y delimitarse por el gobierno con participación de las comunidades.
— Un factor de congruencia, en la medida en que el orden jurídico tradicional de estas comunidades no puede resultar contrario a la Constitución ni a la ley”
. -negrillas excluidas-.
Debemos precisar por tanto, si en este asunto se constata la presencia de los elementos que comportan la jurisdicción indígena y si la misma se utilizó en debida forma, es decir, conforme a la Constitución Nacional. Lo dicho, no obstante la falencia probatoria a ese respecto, como quiera que no fue posible obtener respuesta de parte de las autoridades indígenas aquí involucradas, mismas que guardaron silencio no obstante haber sido enteradas debidamente de este trámite constitucional.
 En consecuencia, la Corporación tendrá por ciertos los hechos contenidos en la demanda de conformidad con lo ordenado 20 del Dcto. 2591/91, y en ese orden se puede asegurar lo siguiente:
En relación con el “elemento humano”, se tiene la existencia del grupo étnico “Embera Chamí” del cual hacen parte los habitantes del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el río San Juan del municipio de Pueblo Rico (Rda.).
De lo allegado al dossier y en cuanto al elemento “orgánico”, se advierte que también concurre, toda vez que la comunidad del referido Resguardo cuenta con autoridades ancestrales, dentro de su autonomía tienen la capacidad de asumir la solución de los conflictos allí generados, y cuenta con las herramientas para asegurar el cumplimiento de sus propias decisiones.
Se observa también la existencia del “elemento normativo”, dado que el Cabildo Indígena Embera tiene previstos un conjunto de usos y costumbres idóneos para resolver asuntos como el suscitado con ocasión de la muerte violenta de uno de sus miembros, e imponer las sanciones respectivas, como así se entiende de lo informado por el Gobernador encargado del Cabildo del Resguardo Indígena a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura
.
En cuanto al “elemento geográfico”, el mencionado Gobernador indicó a esa Alta Corporación que el Cabildo del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el río San Juan está conformado por 32 comunidades que pertenecen al municipio de Pueblo Rico (Rda.), se divide en cuatro zonas, y de la información aportada por el mismo actor, se sabe que fue en el interior de este donde se originaron los hechos por los cuales fue juzgado.

Finalmente y en relación con el “factor de congruencia”, se aprecia que, al parecer, el Resguardo en atención a sus usos y costumbres cuenta con un estatuto que regula el proceso sancionatorio y condenatorio, un procedimiento que se aplica para la solución de los conflictos que se suscitan entre los comuneros, y en casos como el que acá nos atañe, esto es, cuando se impone una sanción privación de libertad, se coordina con la justicia ordinaria la ejecución de la condena.
No existe duda alguna entonces que ante la existencia de la jurisdicción del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el Río San Juan, la misma decidió asumir la investigación en contra de NEMBEREGAMA SIAGAMA, donde a la postre lo condenó por varios delitos entre ellos desaparición, asesinato y tortura del indígena LUIS OVIEL GONZÁLEZ, a una pena de 40 años.

Ahora bien, pese a la autonomía con la que cuenta esa jurisdicción especial para aplicar justicia en sus territorios, es evidente que los procedimientos por ellos dispuestos no pueden estar en contravía con la Constitución Política de Colombia, como quiera que cobija a todos los habitantes del territorio nacional, independientemente de si hacen parte de una minoría identificada como comunidad indígena o de la mayoritaria, y tal situación en sentir de la Colegiatura  no se dio en el caso singular por las razones que a continuación se exponen:

Es un hecho cierto, acorde con la documentación aportada, que una vez la Fiscalía le imputó cargos al señor NEMBEREGAMA SIAGAMA, y solicitó la imposición de medida de aseguramiento, el mismo quedó privado de su libertad desde mayo 9 de 2018 por cuenta de la justicia ordinaria. Muy a pesar de ello, dos días después -en mayo 11 de 2018-, reunidas las autoridades indígenas del cabildo procedieron a efectuar el “juicio” en su contra, y en esa oportunidad, sin contarse desde luego con su comparecencia, se dictó la referida sentencia de condena.

El ahora accionante no tuvo la posibilidad de defenderse ante las autoridades indígenas, como tampoco se sabe sí sus familiares estuvieron presentes en la Asamblea donde finalmente se le sentenció, para que hablaran a su favor. 
En la sentencia arrimada por el actor se plasmó que: “no tendrá derecho a ningún tipo de abogado”, y ello podría hacer pensar que se violó flagrantemente el derecho de defensa, al igual que por el hecho de no haber podido interponer algún recurso. Sin embargo, mirado con detenimiento lo que al respecto se tiene decantado por vía de la jurisprudencia constitucional, la no admisión de apoderado en esos trámites especiales o la no posibilidad de interponer recursos, no son situación que afecten necesariamente el debido proceso en el capítulo del derecho a una defensa técnica o a la doble instancia, como quiera que no son aspectos esenciales a esa clase de procedimientos. Empero, lo que sí se tiene establecido en cambio, es que el juzgamiento indígena debe permitir, si no la presencia del acusado, al menos si la de sus familiares que puedan hablar a su favor, so pena en dicho caso de una vulneración flagrante al debido proceso. 

En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática en precisar lo siguiente respecto al derecho de defensa y contradicción, lo mismo que respecto a la doble instancia, como componentes del debido proceso en los trámites penales ante la jurisdicción indígena:

“[…] a partir de toda la jurisprudencia de revisión que ha proferido esta Corporación sobre el derecho al debido proceso como límite a la autonomía jurisdiccional de las comunidades indígenas, pueden resumirse como parámetros que las autoridades indígenas deben respetar en los procesos punitivos, los siguientes
: 
· Respeto por la presunción de inocencia. las autoridades indígenas deben respetar la presunción constitucional de inocencia que ampara a los acusados, esto implica que la culpabilidad individual debe ser establecida a través de los materiales probatorios que las autoridades ancestrales consideren relevantes y suficientes, y también implica que no son admisibles las decisiones adoptadas en forma arbitraria y sin un mínimo respaldo en evidencias que acrediten la responsabilidad individual
.

· Garantía del derecho de defensa. En el ejercicio de la jurisdicción propia, las autoridades tradicionales indígenas deben respetar plenamente el derecho fundamental de defensa de las personas sujetas a procesamiento punitivo, que implica su derecho a intervenir en el curso del proceso en defensa de sus intereses
. No obstante, dadas las especificidades culturales de las comunidades indígenas, esta Corporación ha permitido que en casos concretos tal derecho de defensa sea ejercido por los familiares de la persona que está siendo procesada
. También en atención a la diversidad cultural, ha admitido que dicha defensa no tiene que ejercerse necesariamente a través de un abogado defensor, cuya presencia no constituye por ende un requisito obligatorio para el procesamiento punitivo de personas por la jurisdicción indígena.

[…]

· No obligatoriedad de la segunda instancia. Ante la jurisdicción indígena no es obligatorio garantizar la segunda instancia frente a las decisiones sancionatorias, dado que en el marco de los ordenamientos ancestrales indígenas existen autoridades cuyo rango sociocultural excluye la impugnación de sus decisiones
.

· Proporcionalidad y razonabilidad de las penas. Además de las prohibiciones constitucionales expresas de cierto tipo de penas (como las de destierro, tortura, etc.), las autoridades tradicionales indígenas no pueden imponer sanciones o penas que resulten desproporcionadas ni irrazonables; y ha explicado a este respecto que son desproporcionadas, por ejemplo, las penas que trasciendan a la persona del infractor, que afecten su mínimo vital, que sean irredimibles, o que impliquen un cercenamiento cultural.

Especificamente sobre las penas irredimibles y que impliquen expulsión  del territorio, la Corte ha enfatizado que las comunidades que la imponen están obligadas a adoptar los mecanismos que permitan su redención, para que el alejamiento cumpla la función de reconciliar al infractor consigo mismo y con la comunidad a la que defraudó, y no se presente como una simple venganza
.
22. Todo lo expuesto permite concluir que la Constitución autoriza a las autoridades de los pueblos indígenas el ejercicio de funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre y cuando no sean contrarios "a lo que verdaderamente resulta intolerable por atentar contra los bienes más preciados del hombre", como el derecho a la vida, la dignidad humana, la prohibición de la tortura, la esclavitud y el debido proceso”. 
De la misma manera, la Corte Constitucional ha resaltado la importancia del respeto por el principio de legalidad de los procedimientos, los delitos y las penas al interior de los ordenamientos jurídicos indígenas, pero entendiendo tal principio de legalidad como un requisito mínimo de previsibilidad en las actuaciones de las autoridades propias, sumado a un requisito de reconocimiento de las prohibiciones, sanciones y procedimientos por parte de los miembros de la comunidad o pueblo indígena correspondiente, y respetando siempre la autonomía de las autoridades indígenas para la imposición de las penas correspondientes bajo su propio ordenamiento”. 
 -negrillas y subrayado propios de la Sala-
Para el Tribunal por tanto, si bien de acuerdo con los usos y costumbres no se hacía indispensable la asistencia de un defensor técnico, toda vez que tanto el justiciable como la víctima son miembros de esa comunidad y los hechos tuvieron ocurrencia en su entorno, ni tampoco afecta sustancialmente el hecho de no haber podido impugnar una tal determinación, de todas formas sí debió al menos permitírsele que hiciera uso del derecho a la defensa, no propiamente por intermedio de un abogado, pero sí a título propio o a través de sus familiares en caso de ausencia, pero ello en este asunto no se cumplió, o al menos no existe prueba que indique lo contrario, con lo cual se debe concluir que se presentó una trasgresión al debido proceso que se encuentra protegido constitucionalmente, y que por ende obligaba a su respeto por parte de esa jurisdicción especial, de conformidad con lo plasmado en el canon 246 C.N. 
Ahora, aunque en el fallo se da a entender que el señor NEMBEREGAMA SIAGAMA no tiene derecho a beneficio alguno, en tanto se plasmó: “Deberán pagar el tiempo completo sin derecho a rebaja de pena”, como situación que implicaría de contera que debe purgar en su integridad la pena de 40 años que le fuera impuesta, y ello potencialmente podría conllevar a la vulneración del derecho a la igualdad, al ser evidente que cualquier otra persona que haya sido condenada por la jurisdicción ordinaria, incluso por hechos similares a los que lo fue el accionante, amén de su comportamiento al interior del establecimiento carcelario, por trabajo y estudio, pueden hacerse merecedores a redenciones de pena, la realidad jurídica enseña que acorde con la jurisprudencia nacional en el caso de la justicia indígena ello se ha considerado válido
, y así se ha consignado:
“En este punto debe precisarse que la redención de la pena es un elemento importante en la etapa de ejecución de la pena privativa de la libertad en un sistema que privilegia como fin la resocialización de los internos. Mediante ese instrumento, los reclusos se ven motivados a tener un buen comportamiento durante su reclusión y a realizar jornadas de trabajo y estudio, para recibir en contraprestación un abono de pena adicional, con el que pueden reducir el tiempo efectivo de privación de la libertad. Además, la importancia de la redención de la pena no apunta únicamente a brindar la esperanza del interno de reducir el tiempo de su reclusión, sino también a la posibilidad de garantizarle que el cumplimiento de la condena se realizará dentro de los límites de la dignidad humana.
Para la Corte la imposición de la pena no supone reparo alguno, y las autoridades del resguardo tienen amplia autonomía para determinar el quantum de la pena de acuerdo con los criterios que ellos mismos determinen. Por otra parte, tampoco tiene la Corte ningún reparo en relación con la imposición de penas cerradas que no contemplen la posibilidad de redención, siempre y cuando la sanción sea razonable y proporcionada. La imposición de una pena que no esté sujeta a redención por parte de las autoridades que ejercen la jurisdicción especial indígena es perfectamente posible dentro de nuestro sistema constitucional. […]” –negrillas de la Sala-.
Y si bien en este caso se impuso lo que se ha denominado una pena cerrada, esto es, sin beneficio alguno, en contraposición con las abiertas que si los contemplan, tal situación lo fue muy seguramente a raíz de la sanción irrogada por el ilícito contra la vida por el que fue sentenciado, sin que la Sala pueda predicar que esta haya sido desproporcionada, amén de la conducta de homicidio agravado que se le endilga, misma que en el ordenamiento ordinario contempla una pena que oscila entre los 400 y 600 meses, esto es, de 33 años 4 meses, hasta los 50 años.

En los casos analizados por la Corte y que nos sirven de precedentes, se consideró que el imponer una condena de 60 años -como allí se hizo- atentaría contra el canon 34 C.N. que prohíbe la prisión perpetua; pero ello lo fue por cuanto el indígena que en ese asunto fue procesado contaba con 37 años y se hizo imperioso para la Alta Corporación regular su imposición y de esa manera garantizar sus derechos a la dignidad humana y a la integridad étnica y cultural.

Pero en este caso en particular, la Corporación solo está autorizada a indicar que la pena impuesta no puede ser objeto de reparo por vía constitucional, en tanto las autoridades del Cabildo Mayor Indígena de Pueblo Rico (Rda.) tienen autonomía para fijar el quantum de la sanción de acuerdo con los criterios que ellos establezcan, misma que incluso es similar a aquella que podría serle impuesta en la jurisdicción ordinaria.
Muy a pesar de todo lo indicado, lo que corresponde resaltar finalmente, es que para poder llegar a una determinación como la que se adoptó por parte del Cabildo Indígena, se debía garantizar al menos el mínimo esencial que compone el derecho de defensa, es decir, que ante la no asistencia física del acusado, se tenía el deber de convocar a sus parientes para que hablaran a su favor, pero, se repite, aquí eso no sucedió o al menos no se logró obtener prueba que en efecto esa garantía sí se respetó, como quiera que en las actas respectivas no se hizo constar su comparecencia. Esa circunstancia singular, va en contravía del ordenamiento constitucional que debe ser respetado por todos los ciudadanos colombianos, entre ellos, por supuesto, quienes hacen parte de la comunidad indígena.

Debe decirse igualmente, que en relación con la actuación desarrollada tanto por la Fiscalía 23 Seccional como por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), ninguna afectación a derechos fundamentales se avizora, en tanto el procedimiento que allí se surtió ha estado apegado ordenamiento legal e incluso la misma Fiscalía invocó el conflicto de jurisdicciones, aunque la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura se abstuvo de emitir pronunciamiento alguno, dado que la línea jurisprudencial consolidada enseña que para entablar un debate se requiere que el proceso esté en trámite, y en este asunto ya se había dictado fallo por una de las jurisdicciones colisionadas.

Ahora bien, debe señalarse también que al momento en que el señor JHON FREDY NEMBEREGAMA acudió a la Fiscalía y se le recibió interrogatorio, dio a entender de manera tácita su intención de renunciar al fuero indígena que lo cobijaba, y si bien ello en principio no era factible por cuanto la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura en la sentencia dictada dentro del proceso 19001110200020120042701-12 había considerado que  el fuero como  derecho  es irrenunciable, en el marco de la autonomía e institucionalidad referido a la existencia de autoridades, usos y costumbres, tal criterio fue variado por esa misma Corporación en fallo 11001010200020120199800 de enero 30 de 2013, en el cual se asumió una nueva postura frente a los conflictos surgidos entre la jurisdicción ordinaria y la indígena, al concluir que los aborígenes SÍ PUEDEN RENUNCIAR AL FUERO ESPECIAL QUE LOS COBIJA EN MATERIA JUDICIAL. Y aunque la Sala Disciplinaria se apartó de la posición asumida por la Corte Constitucional en la Sentencia T-001/12 frente a la posibilidad que sea el resguardo el que renuncie al derecho de juzgar a sus integrantes, sí consideró admisible que el aforado sea quien se abstenga de ser procesado por las autoridades de la comunidad a la cual pertenece, siempre y cuando ello no conlleve a la impunidad o la vulneración de los derechos de las víctimas y sin que implique que se aparte de su identidad cultural. 

Bajo esos presupuestos, si la intención del accionante es la de renunciar al fuero que lo cobija, así deberá manifestarlo de manera expresa no solo a las autoridades indígenas sino a la Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.) y al Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad donde se surte la actuación, para que sea allí donde se determine si en efecto se debe continuar el trámite ante la jurisdicción ordinaria, o si, por el contrario, debe adelantarse ante la jurisdicción especial a la cual pertenece. En ese sentido, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía se abstendrá de emitir la decisión relativa a la solicitud de preclusión elevada por la Fiscalía, hasta tanto lo anterior se clarifique. Igualmente y no obstante lo decidido, el señor JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA deberá permanecer privado de su libertad como consecuencia de la medida de aseguramiento que le fuera impuesta por el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.)
En conclusión, la Sala tutelará el derecho fundamental al debido proceso que le asiste al señor JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA, y en consecuencia: (i) se dispondrá la nulidad de la sentencia proferida en mayo 11 de 2019 por la Asamblea de Justicia del Cabildo del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el río San Juan de Pueblo Rico (Rda.); (ii) se ordenará que dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la presente providencia se proceda a convocar nuevamente a la audiencia de juzgamiento en contra del señor NEMBEREGAMA SIAGAMA, para lo cual se deberá contar con su comparecencia para que ejerza su derecho a la defensa, o en su defecto, con la presencia de sus familiares para que lo hagan a su favor de acuerdo con sus usos y costumbres, o incluso, en ausencia de estos de algún otro miembro de la comunidad que actúe en pro de sus intereses.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental al debido proceso que le asiste al señor JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA. 

SEGUNDO: SE ORDENA la nulidad del fallo proferido en mayo 11 de 2018 por la Asamblea de Justicia del Resguardo Indígena Unificado Chamí sobre el río San Juan de Pueblo Rico (Rda.), en contra del comunero JHON FREDY NEMBEREGAMA SIAGAMA; y, en consecuencia, dentro de los 10 días siguientes a la notificación de la esta providencia deberá procederse a convocar nuevamente a la audiencia de juzgamiento en contra del señor NEMBEREGAMA SIAGAMA, para lo cual se deberá contar con su presencia con el fin de que ejerza su derecho a la defensa, o en su defecto, con la asistencia de sus familiares para que lo hagan a su favor y de acuerdo con sus usos y costumbres, o incluso, en ausencia de estos, de algún otro miembro de la comunidad que actúe en pro de sus intereses.

TERCERO: En atención a lo dicho por el actor, si su intención es la de renunciar al fuero que lo cobija, así deberá manifestarlo de manera expresa no solo a las autoridades indígenas sino a la Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.) y al Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad donde se surte el proceso, para que sea allí donde se determine si en efecto se debe continuar el trámite ante la jurisdicción ordinaria, o si, por el contrario, debe adelantarse ante la indígena. Por tal razón el referido juzgado se abstendrá de emitir decisión de fondo en relación con la solicitud de preclusión que le fuera elevada, hasta tanto lo anterior se clarifique.
CUARTO: Si la sentencia no fuere impugnada, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-313 de 2005.


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� CSJ STP, 27 feb. 2018, Rad. 97124


� Cfr. Sentencia T-952 de 2006


� Sentencia T-081/15.


� Sentencia C-139/96.


� Sentencia T-208 de 2015.


� Id. Ver Sentencia T-496 de 1996.


� Sentencia T-496 de 1996.


� Sentencia T-493 de 2013.


� Sentencia T-4208 de 2019.


� Sentencia T-364 de 2011. En el mismo sentido, sentencias T-349 de 1996, T-030 de 2000, T-728 de 2002 y T-811 de 2004.


� Ver constancia secretarial obrante a fl. 48.


� Ver folio 39.


� Esas reglas mínimas también se encuentran compendiadas en la Sentencia T-523 de 2012 (M.P. María Victoria Calle Correa).


� Sentencia T-048 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis).


� Sentencias T-349 de 1996 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), T-523 de 1997 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) y T-903 de 2009 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). En la Sentencia T-903 de 2009 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) la Corte invalidó la decisión de las autoridades del pueblo Kankuamo de retirar a la peticionaria del Grupo de Mujeres del pueblo, por no haberse permitido su participación ni su defensa en el proceso que llevó a la imposición de esta sanción, como tampoco la participación del grupo de mujeres, que podía verse afectado. En palabras de la Corte, “al adoptar esa determinación no se permitió la participación de la afectada, ni el ejercicio del derecho a la defensa, en el marco de los procedimientos internos. Además de ello, no se permitió la participación del grupo de mujeres para la adopción de la determinación referida, pese a que la decisión puede afectar directamente su funcionamiento. (…) Siguiendo la orientación de permitir una decisión interna del Resguardo indígena en asuntos que afectan únicamente a miembros de la comunidad; y fiel a la convicción de que la interferencia externa puede agudizar las facciones de una comunidad indígena; pero consciente, a la vez, de la necesidad de proteger el derecho fundamental de la peticionaria al debido proceso afectado en la decisión de separarla del papel de coordinadora del grupo de mujeres, la Sala ordenará que, en la próxima reunión de las autoridades competentes (Consejo de Mayores o Cabildo Mayor, de conformidad con lo que disponga la normatividad interna), se someta a un estudio interno de la comunidad la permanencia de la señora Indira Mendiola Montero como coordinadora del grupo de mujeres, garantizando que la peticionaria sea oída por las autoridades indígenas, y que se tome en cuenta la posición del grupo de mujeres, o de artesanas.”


� Sobre este punto la Corte Constitucional en la Sentencia T-349 de 1996 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) explicó: “Otro tanto puede decirse del derecho de defensa, que no existe para ellos tal como nosotros lo entendemos, pues no son valores individuales los que dentro de su cosmovisión se protegen prioritariamente. En cambio, es esencial para ellos el mantenimiento de la paz, bien que se quebranta con un hecho como el homicidio, que puede implicar un conflicto entre familias, el cual sólo puede prevenirse mediante un acuerdo entre los patrilinajes acerca de la intensidad y duración de la pena, condición que se presenta como necesaria para la legitimidad de la misma. Fue la necesidad de ese acuerdo, justamente, la que determinó que se realizara el segundo juzgamiento por parte de toda la comunidad, pues en el juicio realizado en el Cabildo se había omitido ese requisito esencial. Hay que asumir, entonces, que los intereses del sindicado están representados por sus parientes y, de ese modo, su intervención constituye un sucedáneo del derecho de defensa, que en la filosofía política liberal (que informa nuestra Carta) se endereza a la promoción de valores estrictamente individuales”.


� Al respecto ver Sentencias T-523 de 1997 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) y T- 549 de 2007 (M.P. Jaime Araujo Rentería). En la última providencia la Corte anotó: “cuando la conducta delictiva cumple con los parámetros territorial y personal que permiten que la comunidad indígena tenga la competencia para investigar y sancionar a uno de sus comuneros, la defensa del investigado se plantea de numerosas formas, entre las cuales no se aprecia aquella referente a que el acusado sea asesorado o asistido por un abogado, como lo solicitó el señor Leonidas Acalo Campo en la primera Asamblea. (…)De esta manera, es claro que la intervención de un abogado en el caso que se revisa, tendría justificación en el evento en que los Cabildos de Caldono y Pioyá no tuvieren la jurisdicción para juzgar al señor Acalo Campo, caso en el cual la asistencia de un abogado conocedor de la lengua del acusado, resultaría necesaria, pues de esta manera se garantizaría el debido proceso y el efectivo derecho de defensa técnica. No obstante, en el presente caso, tanto el señor Acalo Campo, como las víctimas de sus actos sexuales, son miembros de la comunidad indígena y los hechos tuvieron ocurrencia en el entorno de ésta.”


� En la sentencia T-903 de 2009 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), la Corte explicó sobre este parámetro: “el principio de segunda instancia no es absoluto. De hecho, en casos enmarcados en el ejercicio de la Jurisdicción Especial Indígena, es frecuente que no se prevea la segunda instancia, lo que para la Corte no obedece a un desconocimiento del debido proceso, sino que se debe al alcance dado al proceso judicial dentro de las comunidades, frecuentemente asociado al restablecimiento del equilibrio entre la población indígena, y a la usual reunión de las funciones políticas, jurídicas y religiosas de la comunidad en determinados órganos, que hacen incontrovertibles sus decisiones dentro del marco cultural de la comunidad.”


� Al respecto ver Sentencia T-048 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis). 


� Sentencia T-208 de 2015. 


� ídem. 
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